SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N° 077
RADICACIÓN: 661703104002 2019 00037 01
ACCIONANTE: FRANCIA MILENA FAJARDO PARRA
CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
MÍNIMO VITAL / REDUCCIÓN DEL VALOR DE LAS CUOTAS PARA PAGAR UN CRÉDITO / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA RESOLVER  CONFLICTOS DE CARÁCTER ECONÓMICO.
… la señora FRANCIA FAJARDO concurre ante el juez constitucional por considerar que la CHEC le está vulnerando su derecho fundamental al mínimo vital cuando no le permite realizar abonos mensuales de $60.000.oo a la deuda que adquirió para la compra de dos electrodomésticos. 

Frente a las pretensiones que hace la accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. (…)
Así mismo ha sido enfática la jurisprudencia constitucional en señalar que este mecanismo es improcedente cuando se trata de dirimir asuntos de índole económico. Al respecto se ha indicado: 

“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de la jurisdicción constitucional”.
                           REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                        PEREIRA-RISARALDA 
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                                             RAMA JUDICIAL 

    TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
          SALA de decisión PENAL
                Magistrado Ponente 
     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, nueve (9) de agosto de dos mil diecinueve (2019)
                                                                   Acta de Aprobación No 704
                                                    Hora: 9:10 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala por medio de este proveído a desatar la impugnación interpuesta por la señora FRANCIA MILENA FAJARDO PARRA, contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra la Central Hidroeléctrica de Caldas -en adelante CHEC-.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la accionante se pueden concretar así: (i) la CHEC tiene un programa de financiación social, que según ellos es para proporcionar una mejor calidad de vida a sus clientes, el cual consiste en facilitar la adquisición de productos y electrodomésticos, que se pueden pagar mensualmente por medio de la factura del servicio de energía; (ii) en diciembre de 2018, y a través del mencionado programa adquirió un televisor y un equipo de sonido; (iii) sin embargo, se quedó sin empleo y se retrasó en el pago de las cuotas de dichos productos; (iv) la factura de la CHEC refleja una deuda de $2’151.660.oo, pero solo por los electrodomésticos, toda vez que el consumo de energía si lo paga puntualmente; (iv) en noviembre 14 de 2018 se acercó a la entidad con el fin de llegar a un acuerdo de pago, pero le exigieron pagar el 10% del valor total de la deuda, motivo por el cual solicitó un tiempo para recolectar dicho porcentaje; (v) como no pudo recoger el valor exigido por la CHEC de nuevo se desplazó a la entidad y propuso un pago de $60.000 mensuales, más el consumo que se cause por el servicio de energía, sin embargo, le exigieron nuevamente que pagara el 10% de la deuda; (vi) posteriormente le informaron que la deuda había pasado a cobro jurídico, y en conversación con los abogados a cargo del cobro le exigieron un pago de $1’000.000.oo o mínimo $800.000.oo; y (v) le ha declarado a la CHEC que no tiene la capacidad económica para asumir una cuota más alta del crédito.
Pide se ordene a la CHEC aceptar la propuesta de pagos mensuales de $60.000.oo, pero que además que no altere dicho valor, y se le permita en caso de que su situación económica mejore, realizar abonos extras.

3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- Inicialmente le correspondió por reparto al Juzgado Segundo Civil Municipal de Dosquebradas, el cual remitió la acción de tutela por competencia a los Jueces del Circuito de Dosquebradas, y le fue asignada al Juzgado Segundo Penal del Circuito de esa municipalidad, despacho que una vez admitió la tutela dispuso correr traslado de la misma a la CHEC, entidad que se pronunció así:

El apoderado judicial de la CHEC solicitó se declare improcedente la acción de tutela, y manifestó: (i) la señora FRANCIA FAJARDO efectivamente adquirió dos créditos para la compra de un minicomponente en el mes de septiembre de 2016 con cuotas de $12.482 a 32 meses, y un televisor en el mes de enero de 2015 con cuotas de $23.926 a 40 cuotas; (ii) por consumo de energía paga en promedio la suma de $31.000 mensuales; (iii) los pagos del consumo de energía son independientes de los pagos por los créditos adquiridos, es decir, que la no cancelación de los créditos no genera suspensión del servicio; (iv) la accionante ha pagado lo correspondiente al consumo de energía, pero dejó de pagar los créditos; (v) al dejar de pagar los créditos se hace efectiva la cláusula aceleratoria contenida en los pagarés que suscribió, motivo por el cual se congela la deuda, se excluye de la facturación del servicio público de energía y se entrega para su cobro jurídico; (vi) la accionante se queja de la falta de capacidad económica, pero debió tener en cuenta tal hecho antes de adquirir las deudas; (vii) la acción de tutela no se puede utilizar para evadir obligaciones económicas adquiridas; (viii) la CHEC solo hace uso de su derecho al cobro de unas sumas de dinero que le adeuda la accionante; y (ix) no se ha vulnerado ningún derecho, ni se ha causado un perjuicio irremediable.  
3.2.- Agotado el trámite a seguir en fallo de julio 10 de 2019 y dentro del término constitucional, el a quo negó la tutela al considerar su improcedencia por cuanto la acción de tutela no está creada para dirimir conflictos jurídico-económicos como el planteado en este asunto, toda vez que dicha acreencia fue adquirida mediante un contrato bilateral con la empresa accionada de manera voluntaria y autónoma, acogiéndose a las clausulas estipuladas en el mismo. Pero además, por cuanto el derecho fundamental al mínimo vital tiene una connotación diferente a la pretensión de la señora FRANCIA FAJARDO, toda vez que dicho derecho no puede ser utilizado para dejar sin efectos prestaciones contractuales, como quiera que ese tipo de conflictos son dirimidos por otras vías diferentes a la constitucional.
4.- IMPUGNACIÓN

La accionante se muestra inconforme con la decisión adoptada, y manifestó que el juez de primer nivel sí reconoce que la acción de tutela objeto de estudio cumple con el requisito de subsidiariedad, por cuanto es un mecanismo de defensa judicial idóneo y eficaz para pedir la protección del derecho fundamental al mínimo vital que se invoca. 
Nunca ha negado la deuda, pero el valor de la cuota que le exige la entidad es imposible de pagar, toda vez que se encuentra sin un trabajo estable. A través de esta acción constitucional lo que busca es la protección del derecho fundamental al mínimo vital.

El fallador incurre en una contradicción muy grande, cuando en el punto 7.2 de su fallo expone las bondades de la acción de tutela, cuyo objeto y sus alcances van dirigidos a proteger los derechos violados o amenazados, pero termina con una decisión diametralmente opuesta, al negar la procedencia de la acción de tutela. 

Por días su actividad laboral es realizar aseo en casas de familia con el fin de poder llevar alimentos a su familia, e igualmente debe cubrir el costo de algunos medicamentos que la EPS no le entrega.
Solicita se revoque la sentencia y en su lugar se declare la procedencia de la misma.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo dictado por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto declaró improcedente la acción constitucional presentada por parte de la señora FRANCIA MILENA FAJARDO PARRA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En este caso, la señora FRANCIA FAJARDO concurre ante el juez constitucional por considerar que la CHEC le está vulnerando su derecho fundamental al mínimo vital cuando no le permite realizar abonos mensuales de $60.000.oo a la deuda que adquirió para la compra de dos electrodomésticos. 
Frente a las pretensiones que hace la accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.
Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005 la H. Corte Constitucional se plasmó lo siguiente: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

Así mismo ha sido enfática la jurisprudencia constitucional en señalar que este mecanismo es improcedente cuando se trata de dirimir asuntos de índole económico. Al respecto se ha indicado: 

“La Corte Constitucional ha entendido como regla general, que el único objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata y subsidiaria de los derechos fundamentales. De esta manera, se ha entendido que el presente mecanismo es improcedente para dirimir conflictos de naturaleza económica que no tengan trascendencia iusfundamental, pues la finalidad del amparo constitucional es servir de instrumento de salvaguarda iusfundamental, más no como mecanismo encaminado a resolver controversias de estirpe contractual y económico, por cuanto para esta clase de contiendas, existen en el ordenamiento jurídico las respectivas acciones y recursos judiciales previstos por fuera de la jurisdicción constitucional. Los únicos casos en que excepcionalmente la acción de tutela pueda llegar a desatar pretensiones y conflictos de tipo económico o contractual, es porque consecuencialmente concurre la defensa de una garantía fundamental, de manera que, para lograr su efectiva protección, el juez de tutela debe definir aquellas controversias”. 

De la información suministrada por la señora FRANCIA FAJARDO se desprende que la situación que motiva la interposición de la acción constitucional en contra de la CHEC, es de naturaleza económica, toda vez que pretende por intermedio de esta vía judicial ajustar las cuotas de un crédito.

De esa mera situación emerge la improcedencia de la acción constitucional, aunado a que no existe probanza alguna ni siquiera sumaria, que acredite que con el no reajuste de las cuotas del crédito se le cause un perjuicio irremediable, frente a lo cual guardó silencio, pues aunque mencionó que no labora, tampoco fue clara en señalar en qué consiste su precariedad y la de su núcleo familiar. Sobre dicho particular, la Corte Constitucional igualmente ha referido:

"[…] es importante indicar que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha considerado como condición necesaria para establecer la procedencia de la acción de tutela, que el perjuicio irremediable se encuentre acreditado en el expediente, así sea en forma sumaria. No obstante, la Corporación ha aclarado que el accionante puede cumplir con esta carga, mencionando al menos los hechos que le permitan al juez deducir la existencia de un perjuicio irremediable, en consideración a la jerarquía de los derechos cuyo amparo se solicita mediante la acción de tutela y a la naturaleza informal de este mecanismo de defensa judicial"
 
Por tanto, ninguna circunstancia excepcional se percibe por parte de la accionante que lleve a estimar que la intervención de la justicia constitucional es necesaria, toda vez que no se vislumbra la inminencia, urgencia y gravedad de la situación presentada.

Así las cosas, la Sala acompañará la sentencia dictada por el funcionario de primer nivel.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.). 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,


JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297 de 1997, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449 de 1998, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300 de 2004, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Sentencia T-903 de 2014. 


� Sentencia T-061 de 2017
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